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Francisco Tortolero Cervantes

Fuero constitucional: inmunidad de los parlamentarios

En derecho mexicano, la palabra fuero arroja una mul-
tiplicidad de significados, que refieren a antecedentes 
lejanos de nuestras instituciones (al remontar incluso 
al derecho de Indias, i.e. de la distinción que procuró 
Carlos III para separar el fuero militar del político). 
Nuestro derecho independiente lo empezó refiriendo al 
reconocimiento del fuero eclesiástico (en la Constitución 
de 1836), o bien a la noción de jurisdicción (fuero mi-
litar) o de ámbito de competencias (fuero común o fue-
ro federal).1 Al particularizarse en la expresión fuero 
constitucional, adquiere una mayor actualidad y senti-
do, que en esta colaboración pretende ponerse en sin-
tonía con las nociones de la convencionalidad. 

En espera de una reforma constitucional al artícu-
lo 61, aprobada por la Cámara de Diputados2 pero 
pendiente de votación tanto en el Senado como en las 
legislaturas de los estados, en este comentario se va pres-
cindir del análisis del régimen de responsabilidades 
políticas de los servidores públicos de la más alta jerar-
quía en la administración pública (cf. Juicio Político y 
Declaración de Procedencia),3 para recentrar el tema 

1 Soberanes Fernández, “Fuero”, en el Diccionario Jurídico Mexicano, 
México, Instituto de Investigaciones Jurídicas de la unam/Editorial Porrúa, 3a. 
ed., 1989, tomo I, p. 1184.

2 “Con 376 votos a favor, 56 en contra y 5 abstenciones, el Pleno de la 
Cámara de Diputados aprobó, en lo general y con modificaciones, el dictamen a 
la minuta que reforma los artículos 61, 111, 112 y 114 de la Constitución Política, 
en materia de inmunidad de servidores públicos. Con las reformas al artículo 61, 
se cambia el término ‘fuero constitucional’ por el de ‘inmunidad constitucional’, 
entendida ésta como un instrumento jurídico que la Constitución otorga a los 
legisladores en función de su ejercicio, con el único afán de consolidar la función 
legislativa”. Cámara de Diputados, Boletín núm. 1030, 5 de marzo de 2013. 

3 Para una revisión de ese otro aspecto véase  Manuel González Oropeza,  
“Juicio político”, en Ferrer et al., Diccionario constitucional y convencional, 2a. 
ed., México, Instituto de Investigaciones Jurídicas/scjn, 2015, p. 801.
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lamentarios. 

Fuero constitucional como inmunidad legislativa

La noción de fuero constitucional, en la parte que concierne al régimen de inmunida-
des de los legisladores, tiene por objeto evitar la intromisión del Ejecutivo y del Judi-
cial en la esfera de actuación del legislativo. Su esencia, entendida en torno al legis-
lador, se dirige a evitar intromisiones externas sobre el control interno de la asamblea.4

Los parlamentarios de todo el mundo gozan de un régimen de inmunidades desti-
nado a garantizarles el libre ejercicio del mandato. No como privilegio que se les 
otorga en lo individual, sino como seguridad atribuida a la asamblea de la que son 
integrantes, con el propósito de lograr que su buen funcionamiento no se vea afectado.5 
La inmunidad refiere a la ausencia de responsabilidad (civil, penal), que protege a cada 
legislador contra cualquier acción ligada al ejercicio de su función representativa. 

Esto es, de las opiniones o votos emitidos durante el periodo en que ha sido legis-
lador. Pero se extiende incluso más allá, una vez que el mandato se ha extinguido. Y 
sin embargo, no es un derecho absoluto, pues se enfrenta con límites (léase, poderes 
disciplinarios) que puedan imponerse internamente; i.e. por el presidente de la Mesa. 

Los estándares internacionales aplicables a este tema no son discrepantes con el de-
recho interno. El tipo de inmunidad que protege a los parlamentarios no debe entenderse 
como sinónimo de impunidad, que vuelva intocable a un grupo de la población. Tampoco 
se debe entender como un obstáculo encaminado a impedir la impartición de justicia. 

En un estudio donde se analizan las inmunidades parlamentarias en los países 
pertenecientes al Consejo de Europa, la Comisión de Venecia determinó que “el ám-
bito de protección instituida [a favor de los legisladores] depende en gran medida de 
la práctica parlamentaria, pero también del papel de la opinión pública y de la evolu-
ción de las mentalidades. El papel de la prensa y una cierta deontología influyen de 
manera determinante en la aplicación del régimen de las inmunidades”.6  

En México, los hilos conductores del régimen legal de las inmunidades de los le-
gisladores del artículo 61 constitucional coinciden con la manera en que este trata-
miento jurídico se ha conformado, entre tradición constitucional y práctica cotidiana. 

4 La libertad para expresarse abarcaba además las etapas posteriores al ejercicio del mandato. No se podría ser 
reconvenido por las expresiones durante el periodo en que se era electo, ni tampoco después. Abarcaba lo dicho o escrito, no 
obstante que lo expresado pudiera configurar faltas o delitos como injuria, difamación o calumnia. Esto, para permitirles 
desempeñar sus funciones sin ninguna clase de condicionamientos o presiones. Para una revisión histórica del régimen de 
las inmunidades legislativas en México véase en Susana Thalía Pedroza de la Llave, “Fuero constitucional”, en Los derechos 
del pueblo mexicano, vol. VII, p. 356, 360-371.

5 G. Soulier, L’inviolabilité parlementaire en droit français, Lyon, Editions de l’Afec, 1964, cit. por Robert, Jacques, 
“Immunité Parlementaire”, Dictionnaire Constitutionnel, 

6 Comisión para la Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia), Rapport sur le Régime des Immunités 
Parlementaires, documento núm. 1996/CDL-INF (1996)007-f, disponible en http://www.venice.coe.int/docs/1996/CDL-
INF(1996)007-f.pdf, núm. 205, p. 22.
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sPero antes de entender los tipos de inmunidad de los parlamentarios, es preciso revisar 
si este atributo pudiera implicar una contradicción frente a las condiciones de igualdad 
inherentes al régimen constitucional.

¿Es pertinente asimilar la inmunidad parlamentaria a un privilegio?

Hasta el siglo xviii, la Corona inglesa no podía ser cuestionada ante tribunales si no 
era mediando su propio consentimiento.7 Al instaurar el régimen federal, la construcción 
de la Unión americana hizo transferir ese bagaje protector hacia las entidades celulares 
del pacto confederal: los estados de la Unión.8 De esa forma, los estados quedaban 
inmunizados de la posibilidad de ser llevados a tribunales por ciudadanos de otros 
estados. ¿Cómo se explica que fuera sobre aquellos gobiernos sus nacionales que podía 
recaer la inmunidad de jurisdicción?

Como respuesta, se puede afirmar que ni las instituciones federales ni los gobier-
nos estatales podían ser considerados como absolutamente soberanos. Sólo el pueblo 
(We the People) lo sería. Es decir, el atributo que en Inglaterra se había reconocido como 
exclusivo de la monarquía parlamentaria (the King in parliament), considerada por 
consiguiente la fuente de todo derecho. Ninguna norma podría ser aceptada contra la 
voluntad del monarca o del parlamento. Pero en los Estados Unidos, el pueblo (the 
people), materializado por cada estado de la Unión, a través de su constitución, había 
dispuesto ciertas reglas que sin duda limitaban la actuación del gobierno federal. En 
el momento en que un agente o entidad del gobierno violaba la constitución, ese go-
bierno no podía ser considerado soberano,9 por lo que no podía reclamarse ejerciendo 
una inmunidad soberana. 

En Europa continental, desde las épocas de la Revolución Francesa, se ha consi-
derado impropio calificar de “privilegio” a las inmunidades conferidas constitucional-
mente a funcionarios públicos y representantes populares. Tal como lo estableció la 
Asamblea Nacional francesa el 23 de junio de 1789, la intención de tales inmunidades 
era resolver cualquier conflicto entre parlamentarios y miembros del gobierno frente a 
los tribunales.10 Su objeto se encaminaba entonces a reforzar el estatus de independen-
cia de los representantes populares. 

Que la inmunidad se concibiera como un privilegio significaba desconocer los 
postulados del artículo VI de la Declaración de Derechos del Hombre, que instauraba 

7 “Immunité parlementaire”, en Duhamel, Olivier e Ives Mény (eds.), Dictionnaire Constitutionnel, París, Presses 
Universitaires de France, 1992, p. 487. 

8 La XI Enmienda estableció así que “El poder judicial de los Estados Unidos no debe interpretarse que se extiende a 
cualquier litigio de derecho estricto o de equidad que se inicie o prosiga contra uno de los Estados Unidos por ciudadanos 
de otro Estado o por ciudadanos o súbditos de cualquier Estado extranjero”.

9 Lo mismo cuando un estado transgrediera leyes federales, que por definición, habían sido diseñadas por el propio 
soberano: el pueblo; en Akhil Reed Amar,  America’s Constitution: A Biography, Nueva York, Random House, 2005, p. 335.

10 “No se trata de un privilegio conferido para el beneficio de una categoría de individuos; se trata de una medida de 
orden público para colocar al poder legislativo por encima de los ataques del poder ejecutivo”. Pierre Eugene, Traité de Droit 
Politique, électoral et parlementaire (1903), reed. París, Editorial Loysel, 1989, núm. 1059. 
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constitucionalismo francés estableció que el régimen de las así llamadas inmunidades 
parlamentarias no protege a la persona, sino a la Asamblea. Al día de hoy, y en repe-
tidas ocasiones, el presidente de la Asamblea Nacional Francesa ha hecho llamados al 
orden en contra de parlamentarios que en una sesión solicitaron renunciar a dicha 
inmunidad para enfrentar acusaciones de sus opositores.12 

En otros países, se ha aceptado sin mucho recelo el empleo legislativo e incluso 
constitucional del término “privilegio”.13 Lo anterior lo aclaró el Tribunal Constitucio-
nal español, al determinar que el estatus de parlamentario requiere de un régimen 
diferenciado, pero que no se debe confundir la calificación de “privilegio” con el 
sentido corriente del término, puesto que es la propia constitución la que ha otorgado a 
estos representantes una función digna de ser protegida con reglas especiales (stc 
22/1997). Así, la jurisprudencia constitucional española ha impuesto una prohibición 
expresa al legislador, quien no puede extender ese régimen de protección ampliada más 
allá de los supuestos existentes (stc 186/1989) ni pueden interpretarse de forma ana-
lógica para beneficio de algunos otros funcionarios (stc 51/1985).14 El carácter restrin-
gido de tal “privilegio” radica en proteger, de manera reforzada, la libertad, la autonomía 
y la independencia de los órganos constitucionales. 

Ahora bien, al otorgar el referido trato diferenciado a los parlamentarios, los tribu-
nales constitucionales también se ha cuestionado si, considerado un tipo de privilegio, 
el régimen de las inmunidades parlamentarias es materia de mera oportunidad política, 
sujeta al juicio de las mesas directivas de las legislaturas, o si dicho régimen tiene que 
ceñirse a determinados lineamientos constitucionales que puedan ser exigidos por 
órganos exteriores al legislativo.15 Sólo se podría cuestionar jurisdiccionalmente el 
reconocimiento de este trato diferenciado si existieran dudas sobre la finalidad para la 

11 Artículo VI.- La ley es la expresión de la voluntad general. Todos los ciudadanos tienen derecho a contribuir a su 
elaboración, personalmente o por medio de sus representantes. Debe ser la misma para todos, ya sea que proteja o que san-
cione. Como todos los ciudadanos son iguales ante ella, todos son igualmente admisibles en toda dignidad, cargo o empleo 
públicos, según sus capacidades y sin otra distinción que la de sus virtudes y sus talentos.

12 Al parecer, el tema ha dejado de tener actualidad luego de la reiteración de esta regla respecto del estatuto individual 
de parlamentarios específicos, como Catayee (6 de mayo de 1960), Rives-Henrÿs (22 de noviembre de 1971); Dassault (26 
de mayo de 1976), Nucci (11 de agosto de 1986) y Boucheron (28 de noviembre de 1990). 

13 M. Caamaño Domínguez, “Espagne”, Annuaire Internacional de Justice Constitucionnelle, 2001, p. 183.
14 Esta decisión es congruente con la tendencia de países europeos, en donde es cierto que el ámbito de aplicación de 

la inmunidad se puede extender (por ejemplo, a todos aquellos que participen en debates dentro del recinto parlamentario, 
sin necesidad de ser representantes populares, como en Inglaterra, Holanda o Irlanda). Pero por regla general, debe existir 
una disposición normativa que expresamente reconozca dicha inmunidad más allá de las funciones de los parlamentarios; 
por ejemplo, se reconoce a favor de los miembros de las asambleas regionales o Landtage en Austria; se extiende a favor de 
los miembros de los Consejos de la Comunidad y de las Regiones, o a favor de los ministros en Bélgica. Dirección General 
de Estudios del Parlamento Europeo, La inmunidad parlamentaria en los Estados miembros de la Comunidad europea y del 
Parlamento Europeo, Serie Affaires Juridiques, w4, 1993; y de la Comisión para la Democracia por el Derecho (Comisión de 
Venecia), el Rapport sur le Régime des Immunités Parlementaires, documento núm. 1996/CDL-INF(1996)007-f, disponible 
en http://www.venice.coe.int/docs/1996/CDL-INF(1996)007-f.pdf

15 A este respecto, el Tribunal constitucional español estableció que la decisión de reconocer un trato diferenciado a 
favor de un parlamentario en un caso concreto no puede ser revisado en el fondo; la intervención del tribunal en ese sentido 
se limitaría a verificar que se produjo una decisión parlamentaria de manera lo suficientemente “racional y argumentada” al 
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scual se otorgase dicho reconocimiento. Esto es lo que nos lleva a diferenciar entre dos 
tipos de inmunidad.

Los tipos de inmunidad

Del atributo protector de los legisladores se derivan dos vertientes: la inmunidad fun-
cional o material y la inmunidad personal o inviolabilidad. Tanto la imnunidad material 
como la inviolabilidad de los parlamentarios establecen un trato desigual irrenunciable, 
que se confiere no a título individual: “el interesado no puede abdicar a él, pues se 
confiere por su carácter público”.16

En el mismo sentido, para el derecho internacional, el régimen de las inmunidades 
debe entenderse diferenciado en idénticas dos especies: por un lado, la inmunidad fun-
cional o material; por otro, la inmunidad personal o inviolabilidad. Esta dualidad tradi-
cional de las inmunidades, aplicable en términos generales a todos los altos funcionarios 
del Estado, suele también referirse como “inmunidades ratione Materiae”, “inmunidades 
de función” o “inmunidades orgánicas” para las primeras, frente a las “inmunidad ratio-
ne personae”; “inviolabilidad” o “inmunidades de jurisdicción” para las segundas.17 La 
inmunidad funcional se liga al mandato; esto es, al desempeño de atribuciones normati-
vas del ámbito legislativo, así especificado en la legislación vigente. 

Inmunidad material o funcional
La inmunidad rationae materia o funcional tiene por objeto proteger a la institución; 
léase, a las dos cámaras del Congreso. Por el interés que este régimen representa, 
impone un obstáculo absoluto y definitivo de cualquier clase de pretensión jurídica 
(sea civil o penal), que se extiende incluso a la conclusión del mandato del represen-
tante. El diputado o senador en cuestión no puede ser distraído de su encargo precisa-
mente porque su actuación, por virtud del mandato popular conferido, encarna la ac-
tuación del Estado.

Como consecuencia de la inmunidad material, los legisladores de ambas cámaras 
no podrán ser perseguidos o reconvenidos, ni durante ni después de que termine el 
mandato,18 pero únicamente por las conductas producidas al emitir opiniones o al 
emitir su voto. 

reconocer en el caso concreto que el parlamentario en cuestión deba o no deba ser desposeído de dicho carácter para luego 
ser sometido a juicio por responsabilidad civil o penal (STC 206/|1992 Cs 4).

16 Declaraciones del procurador Dupin ante las perquisiciones intentadas contra el diputado Ledru Rollin, Corte de 
Casación, 1842. 

17 V. A.Cassese, “Peut-on poursuivre des hauts dirigeants des Etas pour des crimes internationaux? A propos de l’affaire 
‘Congo c. Belgique’ (cij)”, Revue de Science Criminelle et de droit pénal comparé, 2002, p. 479. 

18 El carácter absoluto de la inmunidad funcional ha observado muy raras excepciones. Si bien se han presentado casos 
en los que un parlamentario sufra consecuencias jurídicas después de terminado su mandato, éstos se han presentado en 
etapas de excepción. Concretamente, la ordenanza administrativa emitida por el gobierno francés el 6 de abril de 1945 
determinó la cesación del mandato de aquellos diputados y senadores de la República que votaron la ley que confirió plenos 

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://goo.gl/guC9yu

DR © 2016. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, LXIII Legislatura-http://www.diputados.gob.mx/ 

M.A. Porrúa, librero-editor-https://maporrua.com.mx/ 



1038 | Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus constituciones

Se
cc

ió
n 

se
gu

nd
a 

| 
Vo

lu
m

en
 V Si bien no hay una lista cerrada de las actividades que entran en la función parla-

mentaria, los actos que revisten esa calidad necesariamente se deben referir a la función 
del diputado o senador, que en nombre del Estado actúa como representante popular. 
Como lo establece limitativamente el primer párrafo del 61 constitucional, la inmuni-
dad material protege a diputados y senadores “en el desempeño de sus cargos”. En 
algunos países se ha optado por definir algunos actos que exceden de la función par-
lamentaria, aunque hasta ahora, no ha sido éste el caso de México.

Inmunidad personal o inviolabilidad
Como segunda especie, los representantes populares pueden verse involucrados en 
actos antijurídicos. Pero debe dejarse en claro que esta clase de inmunidad cubre 
aquellos actos distintos a la expresión de ideas o de votos en el hemiciclo (que como 
ya se vio, se incorporan a la primera especie de la inmunidad material). Por ende, la 
esfera de protección (descrita en la especie como inviolabilidad) se ve reducida sus-
tancialmente, al entenderse al estatuto personal del representante. También tiene por 
objeto evitar obstrucciones a su actuación regular, si bien, limitada mientras dure su 
cargo de representante. 

Al referirse directamente a su persona,19 esta clase de inmunidad desaparece al térmi-
no del mandato; es decir, cuando el entonces diputado o senador haya dejado de actuar 
como parte del Estado. Es en ese sentido que se estableció en México la declaración de 
procedencia como modalidad específica dentro del Congreso para retirar la inmunidad 
temporal que protege la persona del representante antes de que termine su mandato. Por 
este motivo, la declaración de procedencia del artículo 111 Constitucional no es aplicable 
a los actos protegidos por las inmunidades materiales descritas anteriormente. Para dife-
renciarla de las anteriores, las inmunidades funcionales son un obstáculo sustancial y de-
finitivo, en tanto que la inviolabilidad es un obstáculo adjetivo y temporal. 

Zonas grises de las inmunidades parlamentarias

En cada país existe un margen interpretativo distinto para definir hasta dónde se ex-
tienden los privilegios que se confieren a los parlamentarios,20 si bien el piso común 
para todos ellos reconoce que un parlamentario no puede ser objeto de responsabilidad 

poderes al Mariscal Pétain el 10 de julio de 1940. Pierre Avril y Jean Gicquel, Droit Parlementaire, París, Montchretien, 2a. 
ed., 1996, p. 46.

19 Esta inmunidad no se puede extender a otros atributos de su personalidad, como al patrimonio del representante 
popular. En derecho francés, si hubiera una orden de cateo de su domicilio o se ordenara un embargo de sus bienes, no podría 
alegar irresponsabilidad frente al derecho común. Y en materia penal, la mayoría de países europeos consideran viable la 
detención de algún parlamentario solamente si se trata de delitos graves. Pero en derecho de los Países Bajos o de Inglaterra 
la única inmunidad aplicable corresponde a la materia civil; Hervé Isar, “Immunités parlementaires ou impunité des 
parlementaires?, Revue Francaise de Droit Constitutionnel, núm. 20, 1994, p. 682.

20 Comisión para la Democracia por el Derecho (Comisión de Venecia), Rapport sur le Régime des Immunités Parle
mentaires, documento núm. 1996/CDL-INF(1996)007-f, disponible en http://www.venice.coe.int/docs/1996/CDL-INF(1996) 
007-f.pdf, nú. 30-33, p. 7.
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spor las opiniones que expresa, ya sea oralmente o por escrito, o bien en la sede del 
parlamento, en una comisión parlamentaria o en razón de los actos o las misiones que 
le han sido expresamente encargados por el Parlamento.21 Desde luego, el sentido de 
sus votos se considera dentro de esta especie de opiniones protegidas.

La separación constitucional de las inmunidades, entre el ámbito personal y ma-
terial del legislador, frente a las consideraciones del espacio físico del recinto parla-
mentario (artículo 61), plantea situaciones en las que uno y otro no se podrían disociar. 
Aunado a lo anterior, no existe un acuerdo unánime sobre el espacio físico en que deba 
considerarse válida una protección a la libre expresión de los legisladores. Mientras 
que en Inglaterra el criterio de delimitación es la sede física del Parlamento, en otros 
países, como en Bélgica, la legislación aplicable determina excluyente del ejercicio de 
las funciones parlamentarias la expresión de opiniones en reuniones políticas de índole 
distinta al ámbito legislativo, como la intervención oral de un parlamentario fuera del 
recinto legislativo; esta regla se aplica incluso en el instante en que se transcribe en 
medios no autorizados o por sí mismo lo dicho previamente en el hemiciclo.22 Por su 
parte, en Turquía, hasta antes de una reforma reciente, se permitía a los diputados 
reproducir en cualquier momento o lugar lo expresado en una sesión del parlamento 
sin que aquello les privase de su inviolabilidad; tras la reforma aludida, el régimen de 
las inmunidades se ha visto prácticamente desaparecido en ese país.23

Lo anterior contrasta con lo ocurrido en los regímenes parlamentarios, que duran-
te años habían construido una jurisprudencia que ampliaría cada vez más la libertad 
de expresión de los parlamentarios. Sin embargo, ahí mismo encontramos que las de-
claraciones públicas de un diputado en espacios distintos al recinto parlamentario 
(como en los medios de comunicación) no siempre implican la cobertura de la invio-
labilidad parlamentaria.

En ocasiones, ha sido el propio legislador quien impone limitaciones a los actos 
protegidos por la inviolabilidad de los parlamentarios; i.e., este atributo no permite al 
legislador el empleo de un tono irrespetuoso al momento de formular documentos ofi-
ciales o de llevar ese tono a otras expresiones. En Francia, la legislación electoral ha 
determinado que el régimen especial de esta especie de protección no cubre a los 
parlamentarios por discursos públicos emitidos fuera del recinto, como tampoco por 
las opiniones expresadas en artículos de prensa (artículo 144 del Código Electoral). 

En el plano jurisdiccional, la lista de las conductas que cubre este atributo suele 
quedar sujeta a interpretación. Por su parte, el Consejo Constitucional del mismo país 

21 Véanse las actas del coloquio dedicado a este respecto en “Immunités constitutionnelles et privilèges de juridiction”, 
Annuaire International de Justice Constitutionnelle, vol. XVII, 2001, París, Economica, p. 1124.

22 M. Verdussen, Contours et enjeux du droit constitutionnel pénal, Bruxelles, Bruylant, 1995, p. 621.
23 Una muy criticada reforma constitucional de 20 de mayo de 2016 suprimió por completo la inmunidad de los 

parlamentarios turcos, quienes de ahora en adelante podrán ser requeridos por cualquier acto que realicen, opinión o voto 
que externen dentro y fuera del hemiciclo. Se dice que fue impulsada como consecuencia de la “propaganda pro-terrorista” 
expresada por diputados del partido pro-kurdo hdp. La prensa estima que 138 diputados que enfrentan averiguaciones de 
parte del régimen del primer ministro Erdogan podrían ser sujetos a procesos civiles y penales a partir de ahora. Dicho sea 
de paso, esta medida encarna una primicia entre los países pertenecientes al Consejo de Europa, tomado de www.ladepeche.
fr de 30 de mayo de 2016. 
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algún parlamentario a que en su nombre acuda a alguna misión diplomática concreta, 
lo expresado en sus informes no se entendía dentro de los actos protegidos por la in-
violabilidad parlamentaria.24 Para el parlamentarismo de aquel continente, tampoco 
suele asumirse como actuación protegida por la inviolabilidad lo dicho por un repre-
sentante popular en un programa de televisión, siendo incluso que estaba describien-
do los detalles de los trabajos parlamentarios ocurridos horas antes (en un primer caso, 
se trataba del relato periodístico firmado por un diputado francés, donde narraba el 
papel desempeñado ante una comisión de investigación,25 y en otro, de las declaracio-
nes difamatorias que un diputado italiano había externado en la sesión matutina contra 
otro diputado, y que había repetido palabra por palabra en un programa de televisión 
por la noche). Los comentarios emitidos en reuniones partidistas o con el electorado, 
así como encuentros privados o actividades periodísticas suelen más bien quedar fue-
ra del ámbito de privilegios de los parlamentarios.

En ocasiones, las injurias o señalamientos de carácter difamatorio se excluyen del 
campo de protección de las inmunidades parlamentarias. En estos casos, los parlamen-
tarios de las democracias occidentales han sido sujetos de reparación del daño en el 
mismo plano que lo serían los ciudadanos. Ahora bien, cuando esa clase de declara-
ciones injuriosas se llegan a producir dentro del recinto parlamentario, existen sancio-
nes que están previamente establecidas, a efecto que los órganos internos eviten exce-
sos en lo expresado por los diputados. 

Las mesas directivas de algunos parlamentos, como el británico, han sido reforzadas 
con funciones materialmente jurisdiccionales con las cuales se pueden llevar a cabo 
investigaciones susceptibles de desembocar en sanciones contra los propios parlamen-
tarios. En Alemania, la Comisión electoral, de inmunidades y de reglamento del Bundes-
tag puede retirar la inmunidad a algún parlamentario que encuadre un caso de “difama-
ción anticonstitucional”, confiriendo al Ministerio Público la posibilidad de iniciar un 
proceso por vía penal o administrativa contra el parlamentario en cuestión. Sobre estas 
zonas grises, pareciera entonces que la organización interna de los parlamentos se bas-
ta a sí misma para corregir (intra muros) los excesos en que pudiera incurrir un parla-
mentario al ejercer sus funciones. Una forma ilustrativa de entender estos contornos la 
encontramos en la forma en que, primero en el Parlamento británico, y luego en la juris-
prudencia estadounidense, se fue moldeando la libertad de expresión, para erigirse 
como el lindero natural de este régimen protector de los legisladores. Se hace esta 
mención porque ha sido en esta misma dirección que parece orientarse, como veremos 
más adelante, la jurisprudencia constitucional mexicana.

24 cc 89-262, de 7 de noviembre de 1989. En este país, donde la administración tiene una solidez paradigmática, se ha 
incluso opinado que como contraparte de la inviolabidad, los parlamentarios que son designados por el gobierno a cumplir una 
“misión” deben observar un deber de reserva propio de la administración. Fue así como el diputado Michel Ornano, presidente 
de la Comisión de Finanzas, consideró en sesión pública como “inaceptables” los términos en que otro diputado, M. Martinez, 
redactó el reporte sobre presupuesto en materia educativa para 1986 (sesión de 3 de noviembre de 1986, ran, p. 5696).

25 Decisión de la Corte de Casación de 7 de marzo de 1988, tgi París, Guyard, 21 de marzo de 2000; G. Bergougnous, 
“Le Statut du Parlementaire”, Revue du Droit Public, núm. 200, 2001, p. 340
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sImposición de contornos a la libertad de expresión

Si bien se pudo entender la necesidad de potenciar el libre discurso desde los primeros 
tiempos de las democracias occidentales, el régimen de las inmunidades legislativas 
no se ha previsto para ser conferidas a los representantes de manera ilimitada. Las 
asambleas legislativas han siempre dispuesto límites (tanto internos como externos) 
para encuadrar el tipo de debate que se estima apegado a las reglas generales del 
sistema. Pero para entender esos límites, veamos primero cuál fue el sentido de prote-
ger la libertad de expresión de los legisladores.

La expresión de los parlamentarios en el Viejo y en el Nuevo Mundo

Se mencionaba más arriba que tanto en Inglaterra como en Estados Unidos, el privile-
gio que se otorgó a los legisladores tenía por objeto garantizar que las asambleas per-
manecieran como foros creados para robustecer el debate público. En ambos países, 
las reglas adoptadas buscaban que ni el Poder Ejecutivo ni el Judicial pudieran san-
cionar a los legisladores por las alocuciones expresadas en la sede parlamentaria. Así 
había quedado establecido literalmente, tanto en el Bill of Rights británico de 168926 
como en la Constitución estadounidense de 1787.

Ahora bien, con el paso del tiempo, algunas diferencias sustanciales se suscitaron a 
ambos lados del Atlántico respecto de la libertad de expresión de los parlamentarios, 
generando dos concepciones más o menos estables hasta el día de hoy. Desde luego, que 
el primer punto que se plantea a continuación se liga con el segundo párrafo del artículo 
61 de la Constitución mexicana, que refiere a la inviolabilidad del recinto parlamentario.

La tradición británica había proclamado el establecimiento de una absoluta liber-
tad de expresión dentro del recinto parlamentario (que cubría incluso a aquellos que 
no fueran miembros del Parlamento). Pero en México, aquella lectura no permeó de la 
misma manera. Ciertamente se retomó parte de la tradición estadounidense, que al 
final quedó plasmada, adicionalmente, en el artículo constitucional referido.

Derivado de la efervescencia independentista del nuevo continente, los antiguos 
colonos estadounidenses planteaban la necesidad de extender la libertad de expresión 
hacia fuera de las asambleas representativas como forma de reafirmar que la soberanía 
radicaba esencialmente el en pueblo. 

Mejor dicho por Madison en 1794 en un discurso ante el Congreso: “si atendemos 
a la naturaleza del gobierno republicano, deberemos advertir que el poder de censurar 
lo ejerce el pueblo sobre el gobierno y no el Gobierno sobre el pueblo”.27 

26 En términos actuales, esta disposición concierne las opiniones que se expresen ante la respectiva cámara, por más 
ofensiva o injuriosa que pueda resultar frente a los individuos, o aun en aquellos casos en los que, de emitirse la opinión fuera 
del recinto de la cámara, constituiría un ilícito difamatorio inclusive desde el punto de vista criminal; sin embargo, en todo 
caso se ha puntualizado la obligación de los miembros del parlamento de ejercitar sus privilegios de manera responsable; en 
Erskine May’s Treatise on the Law, Privileges, Proceedings and Usage of Parliament, Lexis Nexis, Reino Unido, p. 95.  

27 “If we advert to the nature of Republican Government, we shall find that the censorial power is in the people over the 
Government, and not in the Government over the people”, Sr. Joseph Gales (ed.), The Debates and Proceedings in the Congress 
of the United States (Annals of the Congress of the United States), 1834, vol. 4(/24 vols.), p. 934.
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legislador, a efecto de que éste no interfiriera innecesariamente en las libertades indi-
viduales, con una posibilidad correlativa otorgada al ciudadano para criticar las accio-
nes de los representantes populares y de los miembros del gobierno. De los dos mode-
los descritos anteriormente, mientras los ingleses fortalecían la libertad de debate 
dentro de su asamblea parlamentaria, asignaban a la libertad de expresión fuera del 
recinto un grado de vulnerabilidad y restricción mucho mayor al que se vivía desde 
entonces en Estados Unidos. 

Ahora bien, la total libertad que se otorgó en un inicio a los pobladores estadouni-
denses para criticar las acciones del Congreso no permaneció intocada. Luego de estos 
primeros años, siguió un animado debate entre quienes, como convencidos depositarios 
de la soberanía popular, insistían en la necesidad de ampliar al máximo la posibilidad 
de criticar al gobierno, y quienes entendían que al igual que en Inglaterra, debía con-
cebirse al Parlamento como la manifestación prístina de la voluntad colectiva. Entre 
los partidarios de la soberanía popular (donde encontramos a Jefferson y al propio 
Madison), este último afirmaba en 1798 que las elecciones estadounidenses dependen 
de la igual libertad de examinar y discutir los méritos y deméritos de los respectivos 
candidatos. En su discurso añadía: “…no tiene sentido que quienes ya son congresis-
tas y gozan de una absoluta libertad de expresión, puedan competir frente a otros in-
dividuos que, dada la restricción legal sobre su libertad de expresión, no podrían 
contender en términos de igualdad durante las elecciones. Tal efecto se extendería aun 
más teniendo en cuenta que la absoluta libertad de los congresistas pueda operar den-
tro, pero también fuera del recinto”.28 

La retórica madisoniana no podía resistir al dominante argumento contra-mayori-
tario, heredado desde las instituciones británicas a las Colonias estadounidenses, sien-
do hasta 196529 cuando la jurisprudencia de la Corte Suprema de los Estados Unidos 
volvió a plantear la disociación de niveles desiguales de la libertad de expresión.30 Es 
entonces que se puede advertir que la expresión de diputados y senadores también es 
susceptible de ser restringida.

Los límites a la expresión de los legisladores 

De los límites internos, que evidentemente se centran en la actividad de los órganos 
parlamentarios, se pueden referir a título indicativo las mociones de orden; la imposi-
bilidad de usar lenguaje impropio e incluso la suspensión temporal de la función de 
algún diputado por conducirse inadecuadamente en el recinto. Evidentemente, los 

28 Jonathan Elliot (ed.), The Debates in the Several State Conventions on the Adoption of the Federal Constitution, 1888, 
vol. 4(/5), pp. 569, 575, 576.

29 Véase en New York Times vs. Sullivan, 376 U.S., 254, 273-76, 282-83. 
30 Una revision del caso en Harry Kalvin Jr, “The New York times case: a note on the ‘Central Meaning? Of the First 

Amendment, Supreme Court Law Review, 1964, p. 91.
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sparlamentos han evitado llevar este control al plano de cada parlamentario que se 
encuentra fuera del recinto, aunque más por cuestiones prácticas.

Es pues en este plano externo que ningún actor (político o jurisdiccional) pare-
cía autorizado a cuestionar la actuación de un diputado o senador. En el contexto 
estadounidense, prevaleció la imposibilidad de imponer restricción alguna a la li-
bertad de expresión. 

Esta situación quedó prácticamente sin cambios hasta mediados del siglo xix. Fue 
apenas en los años de la Guerra Civil cuando el presidente Lincoln propuso al Congreso 
una ley de excepción que sancionaba con pena privativa de libertad a todo individuo que 
desconociera la existencia de la Unión de Estados, o a quien manifestara consideraciones 
pro-esclavistas.31 Aunque la disposición no se aplicaba de la misma manera a los repre-
sentantes populares, la ley contemplaba la expulsión como miembro del Congreso a 
aquellos parlamentarios que incurrieran en la hipótesis de la ley antes descrita.32

No era para menos desconfiar de esta justificación: afirmar que la libertad de expre-
sión podía restringirse cuando pudiera producir una “mala tendencia” de las prácticas 
sociales. Con el tiempo, la percepción de los estadounidenses fue cambiando. Durante 
la Segunda Guerra mundial, cualquier persona (fuese o no legislador) podría pronunciar-
se sobre la bondad o maldad de una guerra, aunque quien debía ser castigado era el 
soldado desertor, y no el instigador de esas conductas.33 De lo contrario, en tiempo de 
guerra, el gobierno podría válidamente declarar proscrita toda posibilidad de crítica. 

En plena guerra de Vietnam, la Corte Suprema determinó que la Legislatura local 
de Georgia no podía impedir que un diputado recién electo asumiera su función dado 
que había favorecido medidas contra el reclutamiento en los jóvenes. La Corte expre-
samente rechazó los alegatos del estado de Georgia, donde se argumentaba que a los 
legisladores se les debía exigir un mayor grado de lealtad de lo que se debía exigir a 
cualquier ciudadano: “el poder estatal no puede ser utilizado para restringir el derecho 
de los legisladores de disentir de una política local o nacional, ni exponerse a que una 
mayoría de sus colegas juzguen su lealtad frente a la Constitución”.34 De todos estos 
trazos de la tradición estadounidense, podemos continuar el análisis del marco norma-
tivo mexicano haciendo un contraste con el que se había venido interpretando de este 
lado del río Bravo hasta hace unos pocos años.

31 Michael Kent Curtis, “Lincoln, Vallandigham and anti-war speech in the Civil War”, William & Mary Bill of Rights 
Journal, núm. 7, 1998, p. 105.

32 Esta ley fue aplicada contra Clement Vallandigham, militante racista que un año antes había dejado de ser congresista 
y que en ese momento llevaba a cabo su campaña para gobernador de Ohio. En un discurso pronunciado en Mont Vernon el 
1 de mayo de 1863, criticaba la guerra emprendida por la federación y abiertamente abrazaba la causa sureña de dar por 
terminada esa guerra (“a wicked, cruel and unnecessary war; a war not being waged for the preservation of the Union; a war 
for the purpose of crushing out liberty and erecting a despotism; a war for the freedom of blacks and the enslavement of the 
whites. That if the administration had so wished, the war could have been honorably terminated months ago”), idem. La 
sanción impuesta se basaba en que su discurso se encuadraba en la declaración de sentimientos y opiniones desleales, 
encaminados a debilitar el poder del Gobierno Federal en sus esfuerzos de acallar la rebelión de los Estados del Sur. 

33 Bridges v. California, 314 U.S. 252, 278 (1941).
34 Bond v. Floyd, 385 U.S.116 (1966). 
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Detrás de valores tan fundamentales como la libre expresión pública de las ideas, que 
debe servir de constante entre diputados y senadores, las autoridades judiciales de 
nuestro país debieron aplicar de forma reiterada algunos criterios que quedaron plas-
mados en tesis jurisprudenciales de la Suprema Corte durante décadas. 

Cabe señalar la manera en que dichos criterios se fueron formulando, al ritmo en 
que el trabajo del Poder Legislativo empezó a desmarcarse del Ejecutivo (recordemos 
que el esquema de gobiernos divididos inició en 1997). No es casualidad que el rol de 
los legisladores empezó a adquirir notoriedad dentro de las decisiones políticas más 
importantes del país. Para muestra, refiero un primer criterio que sirvió para disuadir 
a las autoridades jurisdiccionales locales y federales, que cumplían su deber de no 
interferir indebidamente con el trabajo de los legisladores. Como parte que se entendía 
inherente a la inmunidad personal de los legisladores, la libertad de expresión perma-
neció, durante décadas, como criterio absoluto.

la inviolabilidad es una garantía de orden público, que resulta indisponible para el legisla-
dor a la que no puede renunciar con el fin de que la persecución judicial se inicie y, por lo 
mismo, deberá ser invocada de oficio por el juzgador, cualquiera que sea la fase en que se 
encuentre el juicio, esto es, cuando se llama al terreno jurisdiccional a un legislador para 
que responda civilmente de los daños y perjuicios causados por las opiniones que vertió y de 
los hechos expuestos, se deriva que aquéllos pudieron haber ocurrido bajo las circunstancias 
en que opera la inviolabilidad, y desde ese momento debe el Juez dilucidar tal cuestión, 
pues en el caso de que el examen sea positivo, ni siquiera debe admitirse la demanda…35

Esta tesis de la Suprema Corte recoge un contenido que se venía aplicando años 
atrás, de forma sistemática por autoridades judiciales y administrativas de nuestro país; 
con el riesgo de interferir en las competencias soberanas del legislador, la lectura 
apuntada parecía difícil de revertir. Sin embargo, se puede también detectar cómo fue 
que esta tendencia empezó a cambiar en años recientes.

Contrastes del control convencional a la expresión de los parlamentarios

Las interpretaciones emanadas de jurisdicciones supranacionales pueden sin duda 
servir de parámetro de autoridad (el primero ilustrativo, el segundo vinculante) para 
nuestros tribunales nacionales. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al analizar 
el alcance del artículo 10 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos 
Humanos,36 venía sosteniendo reiteradamente que la libertad de expresión constituye 

35 Amparo Directo en revisión 2214/98. Ramón Sosamontes Herreramoro y otro. 24 de mayo de 2000. Cinco votos. 
Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Antonio Espinoza Rangel (énfasis añadido).

36 Art. 10. Libertad de Expresión. (1.) Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende 
la libertad de opinión y la libertad de recibir o de comunicar informaciones o ideas, sin que pueda haber injerencia de 
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suno de los fundamentos esenciales de la sociedad democrática y una de las condiciones 
básicas para su progreso y para la realización de cada individuo. En este sentido, la 
libertad de expresión no se aplica únicamente en relación con información o ideas que 
sean recibidas favorablemente o consideradas como inofensivas o indiferentes, sino 
también respecto de aquellas que puedan ofender, alarmar o disturbar; ya que tales son 
las demandas del pluralismo, la tolerancia y la apertura ideológica sin las que no exis-
te la sociedad democrática. De esta manera, dicho tribunal europeo ha sostenido que 
en términos del artículo 10 señalado, las excepciones a la libertad de expresión deben 
ser analizadas estrictamente, y la necesidad de su restricción debe establecerse de 
manera convincente. 

No sobra decir que en aquel continente existe un ámbito muy estrecho de restric-
ción, y que los límites de la crítica permisible se amplían tratándose de cuestiones 
relacionadas con el gobierno. En relación con un ciudadano o incluso un político, la 
existencia del sistema democrático implica que las acciones y omisiones del gobierno 
deban ser sometidas al escrutinio más severo, no únicamente por parte de las autori-
dades jurisdiccionales y legislativas, sino también por parte de la opinión pública.37

Tampoco el sistema interamericano parecía proclive a limitar las expresiones del 
legislador en cuanto a sus contenidos. Según la opinión consultiva sustentada por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos,

La libertad de expresión es una piedra angular en la existencia misma de una sociedad 
democrática. Es indispensable para la formación de la opinión pública. Es también condi-
tio sine qua non para que los partidos políticos, los sindicatos, las sociedades científicas y 
culturales, y en general, quienes pueden influir sobre la colectividad, puedan desarrollar-
se plenamente. Es, en fin, condición para que la comunidad, a la hora de ejercer sus op-
ciones, esté suficientemente informada. Por ende, es posible afirmar que una sociedad que 
no esté bien informada no es plenamente libre.38

Pareciera entonces que en nuestro continente siguiera hasta hace poco vigente el 
predominio de una libertad sumamente amplia para la expresión de los legisladores, 
mientras que el paradigma dominante en Europa pareciera contrastando con una pro-
gresión del ámbito de aplicación de la responsabilidad política de los funcionarios y 
representantes populares. En aquel continente, los privilegios que tradicionalmente se 

autoridades públicas y sin consideración de fronteras. El presente artículo no impide que los Estados sometan a las empresas 
de radiodifusión, de cinematografía o de televisión a un régimen de autorización previa. (2.) El ejercicio de estas libertades, 
que entrañan deberes y responsabilidades, podrá ser sometido a ciertas formalidades, condiciones, restricciones o sanciones 
previstas por la ley, que constituyan medidas necesarias, en una sociedad democrática, para la seguridad nacional, la 
integridad territorial o la seguridad pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la protección de la salud o de la 
moral, la protección de la reputación o de los derechos ajenos, para impedir la divulgación de informaciones confidenciales 
o para garantizar la autoridad y la imparcialidad del poder judicial.

37 Véase por ejemplo: Corte Europea de Derechos Humanos, caso Karatas vs. Turquia, sentencia del 8 de julio de 1999, 
párrafos 48 y 50. 

38 Corte Interamericana de Derechos Humanos, La Colegación Obligatoria de Periodistas (artículos 13 y 29, Convención 
Americana sobre Derechos Humanos), opinión consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, solicitada por Costa Rica, 
párrafo 70.
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 V les habían conferido se han reducido de manera sostenida.39 Tal efecto se debe a que 

el ciudadano se ha situado, gradualmente, en un plano de mayor cercanía frente a los 
órganos del Estado. 

Cambios de rumbo interpretativo en México

Como ya se dijo, la libertad de expresión reconocida a los legisladores había sido in-
terpretada como un criterio absoluto, que se extendía más allá de las opiniones o los 
votos emitidos por los legisladores. La garantía de continuidad del órgano justificaba 
entender un plano intocable a las inmunidades funcionales y personales a favor de los 
representantes populares. 

Como consecuencia del apego a los criterios jurisprudenciales de la Suprema 
Corte, citados previamente (que parecían incuestionables), los tribunales de las enti-
dades federativas mexicanas reiteraban la lectura absoluta de la inmunidad de los le-
gisladores, a cada nueva oportunidad. Para cualquier juez, todo legislador era intocable. 
Pero ciertamente, quedaban espacios por definir con mayor precisión respecto de las 
dos manifestaciones de las inmunidades. Uno de estos espacios se refería al ámbito 
físico o material en el que este régimen especial debía extenderse. Por su parte, para 
el ciudadano común se volvió prácticamente imposible imaginar que algún diputado o 
senador pudiera ser llamado a responder civil o penalmente; y ya no digamos por sus 
dichos o por sus votos, sino por sus actuaciones (o malas actuaciones) dentro y fuera 
de su tarea como legisladores. Cabe resaltar la resolución de dos sentencias relaciona-
das, que emitió la Suprema Corte de Justicia de la Nación en años recientes, para 
entender el replanteamiento que parece recaer en la comprensión de los linderos de 
las inmunidades de los parlamentarios.

En esta gama de percepciones sobre la posibilidad que detentan los legisladores 
para expresarse es que podemos situar un litigio iniciado en México por un anterior 
secretario de Gobernación luego de las elecciones presidenciales de 2006, que generó 
estas dos sentencias; una en 2010 y otra en 2014.

Amparo directo en revisión 27/2009 (de 22 de febrero de 2010) 
Parafraseando la versión estenográfica de la sesión del Tribunal Pleno de 22 de febre-
ro de 2010, se desprende este cambio de criterio en voz del ministro ponente, Juan 
Silva Meza, al plantear abiertamente una reversión del criterio predominante, que como 
decíamos, evitaba a toda costa cuestionar la absoluta libertad de expresión de los 
legisladores. 

Manuel Bartlett Díaz, anterior secretario de Gobernación, ejercitó la acción de 
reparación de daño moral en contra del diputado Germán Martínez Cáceres, fundando 

39 Como ejemplo, el Tribunal Constitucional español resolvió en una sentencia de 1981 que las Asambleas de las 
Comunidades Autónomas no podían extender el régimen de protección de los diputados y senadores al ámbito de sus 
representantes a nivel regional (STC 36/1981). 
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ssu acción en el hecho de que durante la sesión del Consejo General del Instituto Fe-
deral Electoral (de 31 de mayo de 2006), participando como representante del Partido 
Acción Nacional, el diputado confrontó al ex-secretario, describiéndolo como el artífi-
ce del fraude electoral de 1988, y también como el presunto homicida del periodista 
Manuel Buendía, en 1984. 

El Juez Décimo de lo Civil del Distrito Federal dictó sentencia definitiva, absol-
viendo al diputado Martínez por considerar que había justificado sus excepciones de 
ausencia de dolo o malicia efectiva y de falta de acción. Esta sentencia fue apelada por 
Bartlett.

La Décima Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, al resol-
ver dicha apelación absolvió de nuevo a Martínez,  considerando procedente la falta de 
legitimación pasiva en la causa, al gozar de la inviolabilidad parlamentaria consagrada 
en el artículo 61 constitucional. Bartlett promovió entonces juicio de amparo directo. 
Dando razón a sus agravios, el Séptimo Tribunal Colegiado del Primer Circuito determi-
nó que la inviolabilidad parlamentaria no cobraba eficacia por el simple hecho de que 
Martínez tuviera el cargo de diputado federal al momento de la agresión verbal, por lo 
que ahora se le podría exigir que demostrara que tales opiniones presuntamente denigra-
torias habrían sido emitidas en desempeño de una labor legislativa. 

Como lo indica la ley de amparo, el tribunal federal devolvió el expediente a la Sala 
[civil], quien no obstante, en su nueva sentencia, volvió a absolver al diputado Martínez; 
esta vez, por considerar que Bartlett carecía de legitimación procesal para demandar. Lo 
anterior, debido a que el carácter de diputado federal de Martínez no podía distinguirse 
de las calidades de representante del Partido Acción Nacional ante el ife.

Inconforme, Bartlett interpuso recurso de revisión, que fue atraído por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para su resolución. Con base en los artículos 41, 61 y 
73 constitucionales, el máximo tribunal del país tendría que pronunciarse sobre la 
aplicación de la inmunidad parlamentaria.

Contrariando por primera vez las interpretaciones que venían confirmándose sobre 
la absoluta libertad de expresión de los diputados, la Corte determinó que las expre-
siones del diputado no eran susceptibles de protección, en los términos literales de la 
inviolabilidad: “…si bien es cierto un parlamentario se encuentra facultado para in-
tervenir en cualquier debate político, ello no significa que dicha intervención consti-
tuye el desempeño de la labor parlamentaria, pues para ello tendría que determinarse, 
en todo caso, por el contexto y que se trate y por el foro en que se realice, si actúa en 
ejercicio de las atribuciones del órgano parlamentario o si interviene, como lo haría 
cualquier ciudadano”.

Así, la Corte reconoció que aunque la absoluta libertad del legislador había pare-
cido indiscutible, tenía que imperar al final un cambio en la percepción de la libertad 
de expresión de los legisladores, estableciendo por primera vez un rango protector (que 
va de la total protección a la restricción a determinados casos). En suma, se determinó 
que las expresiones ante el ife bien podrían ser objeto de un juicio de daño moral. Y 
si bien no se entró al fondo de la cuestión (sobre la magnitud de las supuestas injurias 
contra Bartlett), la sentencia de la Suprema Corte ordenó que dicho juicio civil se 
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ver con ese segundo juicio.

Amparo directo en revisión 284/2011 (de 21 de noviembre de 2012)
En esta segunda resolución (que fue derivada de la anterior), Germán Martínez fue 
absuelto del pago de compensación por daño moral por sus dichos contra Manuel 
Bartlett, debido a que al ser este último funcionario público, debía entenderse sujeto 
de un grado más profundo de escrutinio que el que debe procurarse por el derecho al 
honor de un ciudadano común. Este estándar que a partir de ahora asume el derecho 
mexicano, implica un sistema de protección individual de dos parámetros.

El argumento central de la sentencia descartó por completo el argumento de la 
inviolabilidad absoluta, y en cambio, se centró en la ponderación entre el derecho al 
honor y la libertad de expresión. La veracidad o falta de ella, en la expresión analizada 
por el tribunal, no puede consistir en un ataque a la libertad de información. La vera-
cidad de los contenidos es un elemento limitado a los profesionales de la información. 
No pasa de ser una opinión emitida dentro del contexto de un debate político.

El quejoso no acreditó el estándar definido por la Corte como “malicia efectiva”. 
No fue posible determinar que las expresiones analizadas lo fueran para dañar frontal-
mente a este presunto agredido. De esa forma, la Suprema Corte determinó sin embar-
go que la dificultad de calificar una injuria o un insulto sobrepasando el derecho a 
expresarse o a exigir cuentas a los funcionarios y representantes populares planteaba 
un riesgo de dejar al tribunal la apreciación de un elemento totalmente subjetivo. 
¿Dónde terminaría la difamación y empezaría la vejación? 

Aunque estas preguntas exceden el objeto de la inviolabilidad de los parlamenta-
rios, la decisión es relevante en la medida en que determinó que la libertad de expre-
sión debe permanecer en una posición preferente en tanto se ejerza en conexión con 
un asunto de interés general, como la discusión en el Consejo General del ife. Es sobre 
este último punto en donde existen elementos que de nuevo se ligan con el análisis de 
la inviolabilidad de los parlamentarios.40 De esta manera, se determinó por primera vez 
que la autonomía de órganos constitucionales (como el ife) no debe entenderse como 
equiparable a la inviolabilidad de los legisladores. 

Entonces, la Corte concluyó que la función del representante del Congreso y de 
los partidos ante el Consejo General del ife no tiene carácter legislativo sino adminis-
trativo; se entendía como revocado lo resuelto por la Sala [civil] del Tribunal del DF 
en el toca de apelación 922/2007/5, donde se afirmaba que “el demandado emitió 
opiniones en su calidad de diputado federal”. De esta suerte, quedó determinado que 
la inviolabilidad no llega hasta allá. Si un diputado o senador ocupa un asiento en el 
referido Consejo General, en ese momento, debe entenderse que forma parte de otro 
colegio, de una asamblea que no es ni la Cámara de Diputados ni el Senado. El Con-

40 Dado que en el Consejo General del ife los representantes de los partidos y/o los del Congreso tienen voz pero no 
voto, una opinión parlamentaria o partidista no puede invadir la esfera administrativa de las decisiones del ife. En nuestro 
orden constitucional, la presencia de estos representantes fue establecida en el artículo 41 con el propósito de informar a los 
ciudadanos que fungen como Consejeros y que tienen derecho a votar.
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ssejo General del ife es un foro ciudadano. Y aunque la realidad lo ha convertido en un 
foro político-partidista, los partidos no pueden utilizar este foro para hacer proselitismo 
ni capitalizar políticamente el espacio mediático. 

*   *   *

El viraje en que se inscribió nuestra Suprema Corte tras las dos resoluciones aludidas 
(que más bien puede plantearse como resultado de una evolución jurisdiccional normal) 
surge al menos de dos situaciones que se anuncian como procesos con explicaciones 
propias, unos distantes de la actualidad y otros, más bien recientes. 

Primero, de la voluntad constitucional heredada de la Revolución Francesa con-
sistente en hacer efectivo el principio de igualdad de todos ante la ley; y en segundo 
lugar, al reposicionamiento del centro de gravedad del derecho internacional e interno, 
que se desplazan desde el Estado hacia el individuo (lo cual da muestra de un Sobe-
rano que devuelve poder al ciudadano, que como sujeto de derechos amplía gradual-
mente su ámbito de actuación). La responsabilidad civil y penal a la que pueden estar 
sometidos los ciudadanos, los representantes populares y los funcionarios públicos 
tiende a acercarse.41 En conclusión, las democracias tienden a restringir el ámbito de 
las inmunidades personales, evitando que el legislador pretenda confundir la inviola-
bilidad con un espacio de impunidad, en tanto refuerzan el ámbito de las inmunidades 
funcionales o materiales en beneficio de la libre expresión de los legisladores, de rea-
firmar el sentido de sus votos y de contribuir al funcionamiento adecuado del órgano 
representativo.

41 Genevieve Giudicelli, “Justice pénale et décisions politiques”, Revue de Science Criminelle et de droit pénal comparé, 
núm. 2, junio 2003, pp. 247-249.
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